INCIDENTE DE DESACATO 

RADICACIÓN:     6600131070012041700025-01
 ACCIONANTE: MARÍA GLORIA GÓMEZ DE POLANCO
REVOCA POR CUMPLIMIENTO
A N°69

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.   

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
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INCIDENTE DE DESACATO / ORDEN CUMPLIDA. [C]onsidera la Sala que no obstante que por parte de la Secretaría de Educación del Departamento del Valle, no se ha expedido a la fecha el acto administrativo de reconocimiento de la sustitución pensional que pide la señora MARÍA GLORIA GÓMEZ DE POLANCO, ello ha ocurrido por esas dos razones -i) a la no entrega oportuna de la totalidad de los documentos pedidos, y ii) a que dicha entidad territorial debe acatar las normas laborales que rigen la materia, las que deben ser de obligatoria observancia con antelación a disponer si le asiste o no a la actora el derecho a la sustitución pensional que reclama-. Por tal razón, y ante los procedimientos que para ello se deben desplegar, no es un desacierto que la accionada señale como una fecha probable de decisión para enero de 2018, la que puede ser antes, por cuanto luego de que le sean aportados por la actora los documentos echados de menos, debe realizar la publicación de los edictos y vencido dicho término, ahí sí proferirá el proyecto administrativo pertinente. Bajo ese orden de ideas, estima la Sala que por parte de la Secretaría de Educación del Departamento del Valle se ha cumplido hasta donde está a su alcance, sin trasgredir las normas laborales, el mandato constitucional, y en consecuencia lo que procede es la revocatoria de la providencia emitida, tal como lo ha expuesto la guardiana de la Constitución en varias ocasiones, por ejemplo, en la sentencia T-652/10, reiterada en el Auto 202/13, (…).
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL
             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, diecisiete (17) de noviembre de dos mil diecisiete (2017)

                                                                   Acta de Aprobación N° 1240
                                       


      Hora: 10.30 a.m.       
1.- VISTOS  
Debe pronunciarse la Sala con ocasión de la consulta de la decisión proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira (Rda.), mediante la cual sancionó al Secretario de Educación Departamental del Valle, Dr. ODILMER DE JESÚS GUTIÉRREZ SERNA, y a la Gobernadora de dicha entidad territorial, Dra. DILIAN FRANCISCA TORO TORRES, por no atender el cumplimiento del fallo de tutela dictado en segunda instancia a favor de la señora MARÍA GLORIA GÓMEZ DE POLANCO. 
2.- ANTECEDENTES 
2.1.- En mayo 31 de 2017, el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira (Rda.), como juez constitucional de primer grado negó el amparo solicitado por la señora MARÍA GLORIA GÓMEZ DE POLANCO dentro de la acción de tutela presentada contra la Gobernación del Valle – Secretaría de Educación Departamental, al considerar la existencia de un hecho superado, fallo que fue impugnado por el apoderado de la actora, cuyo conocimiento correspondió a esta misma Colegiatura, en la que mediante sentencia de  julio 5 de 2017 se confirmó parcialmente la decisión de primer nivel, pero se amparó el derecho fundamental al debido proceso administrativo; y, en consecuencia, se ordenó a dicha Secretaría “que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación de esta sentencia, proceda a asignar un número de radicación a la petición que por intermedio de apoderado allegó la señora GÓMEZ DE POLANCO, para el estudio del reconocimiento de la sustitución pensional, con ocasión del fallecimiento de su cónyuge ALFREDO ENRIQUE POLANCO VIANA”, igualmente se dispuso que efectuado lo anterior “la referida Secretaría contará con un término máximo de 15 días hábiles, para proferir el proyecto de resolución que resuelva lo pedido por la accionante e igualmente le impartirá a la misma el procedimiento dispuesto en el Decreto 2831 de 2005”.

2.2.- En septiembre 22 de 2017, el apoderado de la señora MARÍA GLORIA GÓMEZ, informó que la entidad accionada no ha observado el fallo constitucional y solicitó dar iniciación al incidente de desacato.

2.3.- Por auto de septiembre 25 de 2017 el Juzgado dispuso requerir al Dr. ODILMER DE JESÚS GUTIÉRREZ SERNA, Secretaría de Educación Departamental del Valle para que informe sobre el cumplimiento del fallo adoptado, y a la Dra. DILIAN FRANCISCA TORRO TORRES, Gobernadora del Valle, como su superior jerárquico, para que adelante las gestiones para el acatamiento de la providencia judicial e inicie el procedimiento disciplinario a que hubiere lugar.  
2.4.-  Al no obtenerse respuesta alguna, por auto de octubre 10 de 2017 la a quo ordenó dar inicio al incidente de desacato y se corrió traslado de la solicitud por tres días a la Gobernadora del Valle y al Secretaría de Educación Departamental de esa entidad territorial para que  pidieran y aportaran las pruebas que estimaran pertinentes, habiéndose guardado absoluto silencio.

2.5.- Surtido el trámite legal, por decisión de octubre 20 de 2017 el juzgado dictó providencia en la cual sancionó por desacato a la Dra. DILIAN FRANCISCA TORO TORRES y al Dr. ODILMER DE JESÚS GUTIÉRREZ SERNA, Gobernadora y Secretario de Educación del Departamento del Valle -respectivamente-, con 3 días de arresto y multa de $244.922. 
2.6.- Encontrándose las diligencias en esta Corporación se allegó  del apoderado de la señora MARÍA GLORIA GÓMEZ, en el que solicita se continúe con el presente incidente, pues aunque mediante correo electrónico la Secretaría de Educación del Valle les notificó que le fue asignada a la petición el número de radicación 20170000PQR7054 para el trámite de las prestaciones sociales, con fecha de creación en octubre 20 de 2017, y si bien ya se realizó tal labor, allí se indica que la fecha estimada es para enero 18 de 2018, con lo cual se da un cumplimiento parcial.

3.- Para resolver, se CONSIDERA 
Existe competencia funcional para desatar el grado de consulta surtido sobre la decisión proferida dentro del Incidente de Desacato que se tramitó en el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira (Rda.).

De conformidad con lo arrimado al dossier la Sala advierte que así hubiera sido tardíamente, la orden impartida por el juez constitucional de primer grado fue cumplida parcialmente por la accionada, y no obstante que aún no se ha expedido el proyecto de acto administrativo, ello como se verá más adelante obedece a una situación que no puede ser atribuible a la entidad territorial; por tanto, habrá que revocarse la decisión sancionatoria dictada en el presente incidente, por las razones que se expondrán a continuación: 

En este asunto, se evidencia que mediante sentencia de segunda instancia proferida por esta Corporación en julio 05 de 2017, se le ordenó al Secretario de Educación Departamental del Valle que  asignara un número de radicación a la petición elevada por la señora MARIÁ GLORIA GÓMEZ DE POLANCO y con posterioridad a ello, en atención a lo reglado en el Decreto 2831 de 2005, dictara el proyecto de acto administrativo dentro de los 15 días siguientes.

Se aprecia claro que para el momento en que el apoderado de la actora solicitó al Juzgado de primer nivel que se diera inicio a este desacato -septiembre 22 de 2017- ya había transcurrido el primer término otorgado para asignar el número de radicación a la solicitud de reconocimiento prestacional reclamado por la accionante, por lo cual se hacía necesaria la intervención del juez constitucional con miras a que se diera cumplimiento a lo ordenado en el fallo constitucional, sin que durante el referido trámite se hubiera realizado manifestación alguna con relación al acatamiento de la referida providencia, ni siquiera con posterioridad a haberse emitido la decisión sancionatoria.

Tal situación conllevaba, como en efecto así lo dispuso la funcionaria de primer nivel a imponer sanción a los funcionarios de la Gobernación del Valle, que en su sentir habían incumplido la orden judicial.

Pese a lo ello, mírese que con posterioridad a haberse proferido la providencia que sancionó a los funcionarios de dicha entidad territorial, el mismo apoderado de la actora indica que se cumplió de manera parcial lo ordenado en el fallo, por cuanto con fecha 20 de octubre de 2017, se le asignó el número de radicación a la solicitud elevada por la accionante
, pero aun así no ha emitido el proyecto de acto administrativo y como si fuera poco señala que la fecha estimada para ello será en enero de 2018.

De esa información arrimada, se aprecia que ya se otorgó el número de radicación a la solicitud de sustitución pensional que se presentó a favor de la señora MARÍA GLORIA GÓMEZ DE POLANCO, y no obstante lo expresado por su apoderado, se aprecia que la justificación que esgrime la Secretaría para no haber adoptado el proyecto de acto administrativo se hace consistir en que no se han anexado la totalidad de los documentos exigidos, e igualmente que se debe acatar lo reglado en el Código Sustantivo del Trabajo.
Para el efecto, lo que informó al Juzgado de Primer nivel
 la Jefe de la Oficina Jurídica de la Secretaria de Educación del Valle, es que una vez por parte de uno de los profesionales del Área de Prestaciones Sociales se revisó la carpeta, se evidenció la falta de algunos documentos
 necesarios y obligatorios para realizar el estudio de la sustitución pensional exigida, por lo cual pese a la orden judicial, el trámite queda suspendido hasta que se aporte la totalidad de la documentación, además que debe cumplirse con la publicación de los respectivos edictos emplazatorios a que alude el artículo 212
 CST, para garantizar con ello los derechos de las demás personas que puedan tener vocación de recibir las prestaciones del trabajador fallecido.
De conformidad con lo anterior y del estudio de lo arrimado al expediente, se observa que si bien por parte de la Secretaría de Educación Departamental del Valle no se ha expedido el acto administrativo donde se reconozca o no la sustitución pensional a favor de la señora MARÍA GLORIA GÓMEZ DE POLANCO, ello obedece en primer lugar a que no se allegó la totalidad de los documentos exigidos para iniciar el trámite de ley, y en segundo término, por cuanto es evidente que pese a que el numeral 3°, artículo 3° del Decreto 2831 de 2005 dispone que una vez radicada la petición se cuenta con 15 días hábiles para adoptar la decisión respectiva, no se puede dejar de lado que en este asunto pueden existir personas diferentes a la señora GÓMEZ DE POLANCO con igual o mejor derecho para exigir la sustitución pensional y por ende la entidad territorial debe salvaguardar los derechos que le asistan a esos terceros y para tal efecto, debe cumplir con las previsiones del Código Sustantivo del Trabajo, esto es, al poner en conocimiento -mediante la fijación de edictos emplazatorios- la solicitud elevada por la actora, para que quienes estén interesados puedan pronunciarse sobre el particular.

Así las cosas, considera la Sala que no obstante que por parte de la Secretaría de Educación del Departamento del Valle, no se ha expedido a la fecha el acto administrativo de reconocimiento de la sustitución pensional que pide la señora MARÍA GLORIA GÓMEZ DE POLANCO, ello ha ocurrido por esas dos razones -i) a la no entrega oportuna de la totalidad de los documentos pedidos, y ii) a que dicha entidad territorial debe acatar las normas laborales que rigen la materia, las que deben ser de obligatoria observancia con antelación a disponer si le asiste o no a la actora el derecho a la sustitución pensional que reclama-. Por tal razón, y ante los procedimientos que para ello se deben desplegar, no es un desacierto que la accionada señale como una fecha probable de decisión para enero de 2018, la que puede ser antes, por cuanto luego de que le sean aportados por la actora los documentos echados de menos, debe realizar la publicación de los edictos y vencido dicho término, ahí sí proferirá el proyecto administrativo pertinente.

Bajo ese orden de ideas, estima la Sala que por parte de la Secretaría de Educación del Departamento del Valle se ha cumplido hasta donde está a su alcance, sin trasgredir las normas laborales, el mandato constitucional, y en consecuencia lo que procede es la revocatoria de la providencia emitida, tal como lo ha expuesto la guardiana de la Constitución en varias ocasiones, por ejemplo, en la sentencia T-652/10, reiterada en el Auto 202/13, por medio del cual se hizo seguimiento a las órdenes de protección constitucional tomadas en el Auto 110/13 por esa Alta Corporación, en la cual se dejó claro que:  

“El objeto del incidente de desacato, de acuerdo a la jurisprudencia de esta Corporación, se centra en conseguir que el obligado obedezca la orden impuesta en la providencia originada a partir de la resolución de un recurso de amparo constitucional. Por tal motivo,  la finalidad del mencionado incidente no es la imposición de una sanción en sí misma sino  una de las formas de buscar el cumplimiento de la respectiva sentencia.
Así entonces, la jurisprudencia constitucional
 ha precisado que la imposición o no de una sanción en el curso del incidente de desacato puede llevar a que el accionado se persuada del cumplimiento de la orden de tutela. En tal sentido, en caso de que se empiece a tramitar un incidente de desacato y el accionado, reconociendo que se ha desatendido lo ordenado por el juez de tutela, quiera evitar la sanción, deberá acatar la sentencia. De igual forma, en el supuesto en que se haya adelantado todo el procedimiento y decidido sancionar al responsable, éste podrá evitar que se imponga la multa o el arresto cumpliendo el fallo que lo obliga a proteger los derechos fundamentales del actor” -negrillas nuestras-

Así las cosas, se revocará la providencia emitida por el juzgado a quo, por no haberse desacato el mandato dispuesto por el Juez Constitucional.

4.- DECISIÓN 
Conforme con lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, REVOCA la providencia emitida por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira (Rda.) que fue objeto de consulta. 

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ 
� Ver folios 5 y 11 del cuaderno de segunda instancia


� Aunque la misiva fue dirigida al juzgado, se aprecia que ésta fue aportada directamente por el apoderado de la actora. Ver folio 11, cdno. de segunda instancia.


� Registro Civil del sobreviviente, último desprendible de pago y resolución de pensión del causante.  Los mismos le fueron solicitados vía correo electrónico en octubre 20 de 2017 al apoderado de la actora. Ver folio 11 vto., cuaderno de segunda instancia.


� ARTICULO 212. PAGO DE LA PRESTACION POR MUERTE. 1. […]  2. Antes de hacerse el pago de la prestación el {empleador} que la hubiera reconocido debe dar aviso público, con treinta (30) días de anticipación, indicando el nombre del fallecido y de las personas que se hubieren acreditado como beneficiarios. Tal aviso debe darse en la prensa del lugar por dos (2) veces a lo menos […]. Este aviso tiene por objeto permitir que todo posible beneficiario se presente a reclamar. […].


� Sentencia T-421/03.
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